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Cartas al Director

Estimado Comité Editorial:

Querríamos contestar aquí a dos cartas que co-
mentan algunos aspectos de nuestro artículo1 sobre la 
evolución de la necesidad y cobertura de los progra-
mas de sustitutivos opioides e intercambio de jeringui-
llas en las prisiones españolas. Dichas cartas proceden 
de personas con responsabilidades en la Subdirección 
General de Instituciones Penitenciarias. 

La carta de Enrique J. Acín plantea dos cuestio-
nes. La primera tiene que ver con la población utili-
zada para la estimación de la necesidad de jeringuillas. 
Creemos que su observación es totalmente acertada. 
Por ello, hemos llevado a cabo una nueva estimación 
que incorpora su planteamiento y que presentamos 
brevemente en este mismo número2. La segunda es 
más discutible  como comentamos en el texto de la 
nueva  estimación. 

Por lo que respecta a los cuatro comentarios plan-
teados en la carta de José Manuel Arroyo, querríamos 
señalar que tres de ellos hacen referencia al apartado 
de discusión de nuestro artículo, por lo que obvia-
mente no tienen que ver con los resultados sino con 
diferencias de criterio en la valoración de los mismos. 
Es obvio que lo relevante en cualquier investigación 
son los resultados, pues todos los lectores hacen su 
propia evaluación crítica de los mismos en función 
de muchos criterios, entre los que lógicamente no re-
sulta fácil soslayar la influencia de la responsabilidad 
institucional de quien los realiza. En cualquier caso, 
querríamos responder brevemente a cada uno de sus 
comentarios.

1.	� Respecto al retraso en la toma de medidas en el 
medio penitenciario:

La forma en que su carta ha seleccionado el tex-
to puede llevar a confusión al lector. Parecería que se 
transcribe literalmente un amplio párrafo de nuestra 
discusión: “El primer hallazgo relevante es el enorme 
retraso con el que dichas medidas fueron puestas en 
marcha: entre 8 y 25 años” . “El momento”). Sin em-
bargo, no es realmente así. La primera frase ha sido 
podada, pues en el original finaliza con un matiz nada 
espurio: “entre 8 y 25 años, según los indicadores de 

evolución de la epidemia de consumo de heroína o de 
necesidad y los indicadores de provisión que utilicemos 
en la comparación” En el original vienen luego nada 
menos que 8 líneas de texto antes del apartado que en 
la carta se cita a continuación. Es verdad que se abren 
y cierran comillas pero no es fácil que el lector perciba 
que existe texto intermedio, pues no es la forma habi-
tual de hacerlo. Debería haberse puesto (�). Honesta-
mente pensamos que no parece fácil relativizar más.

Toda la explicación que se realiza a continuación 
en su carta es claramente una justificación o explica-
ción del porqué de dicho retraso y del papel pionero y 
relevante del sistema de salud penitenciario español en 
el desarrollo de estos programas. Podemos compar-
tir su análisis. Pero el que la mayoría de los países lo 
hayan hecho peor o más tarde, no lo hayan llevado a 
cabo, o ni siquiera se lo hayan planteado, sólo consti-
tuye para nosotros, como mucho, un atenuante, pero 
nunca un eximente. 

2.	� Respecto a la cobertura de los PIJ:

Para ser breves remitimos a nuestra estimación 
revisada2, donde puede encontrarse un análisis a nues-
tro entender muy fundamentado de lo que el autor 
de la carta denomina “afirmación gratuita que no se 
sostiene”. De forma resumida diremos que lo que no 
encuentra apoyo en la evidencia científica es la afirma-
ción del autor de la carta de que “el consumo de jerin-
guillas está desplomándose”. Está muy documentado 
que el descenso de la inyección en España ha sido un 
proceso continuado que comenzó ya en los años 803-5. 
No hay evidencias de desplome o caída libre. Sí, por 
el contrario, de reducción en la velocidad de descenso 
del número de inyectadores de drogas (o de la pre-
valencia de inyección) en los últimos años. Además, 
este tipo de fenómenos no suelen cesar de forma tan 
radical.

Por el contrario, el descenso en un tercio en el año 
2007 del número de jeringuillas sí nos parece perfecta-
mente explicable por un descenso en la provisión, que 
no necesariamente corra paralelo a un descenso en la 
necesidad. En 2005 se alcanzó la provisión máxima, en 
2006 el descenso fue mucho más ligero y en los años 
posteriores también se mantiene un descenso progre-
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sivo similar al de 2005-2006. Es decir, la tendencia se 
rompe bruscamente en 2007. Algo debió pasar en ese 
año que lo explique . No es muy aventurado pensar 
que probablemente dicha reducción de la provisión 
no haya sido generalizada sino que tenga que ver con 
algunos centros penitenciarios concretos, donde pro-
bablemente nunca se ha recuperado

3.	 Respecto a la efectividad de los programas.

Los más viejos entre quienes realizamos el ar-
tículo objeto de debate, somos conocidos por haber 
defendido el desarrollo de los programas de reducción 
del daño en todos los ámbitos, entre ellos el peniten-
ciario, desde el principio de la historia que contamos. 
Por lo tanto, poco susceptibles a que se nos sesgue la 
mirada en el sentido de minusvalorar cualquier evi-
dencia de su efectividad. En la carta se cita una frase 
crítica nuestra en referencia a la asunción de causa-
lidad entre el desarrollo de estos programas en pri-
sión y la tendencia descendente de varios indicadores 
sobre VIH y VHC que se realizaba en otro trabajo6. 
Seguimos pensando que esta tendencia descendente 
presentada en el trabajo no puede interpretarse como 
un resultado del desarrollo de dichos programas sin 
introducir previamente muchas cautelas, por dos ra-
zones. Primero, porque todos los indicadores se basan 
en tasas que tienen como denominador el conjunto de 
la población penitenciaria. Conociendo la reducción 
continuada del porcentaje de inyectadores en prisión 
(enfatizado de forma repetida en las dos cartas) algu-
nos indicadores podrían tener una tendencia similar 
(quizás un poco menos acusada), aunque no se hubie-
ra modificado la incidencia de VIH o Hepatitis C en-
tre los inyectadores. Segundo, porque la descripción 
de la tendencia de la prevalencia de dichas infecciones 
entre la población penitenciaria tiene que ver funda-
mentalmente con lo que ha sucedido con esa pobla-
ción fuera de la prisión. Las tendencias de la inciden-
cia pueden tener más valor, pero los denominadores 
deberían ser siempre los inyectadores, no la población 
penitenciaria en su conjunto. No resulta difícil asumir 
que la política de sanidad penitenciaria habrá tenido 
efectos positivos, pero los resultados que se presentan 
en dicho estudio serían clasificados en cualquier sínte-
sis de evidencia como de nivel muy bajo para estable-
cer una relación causal como la que se asume a lo largo 
de todo el original.  Estas son algunas razones, pero 
en nuestro  original existe una discusión más larga y 
detallada al respecto, que no vamos a repetir. 

Igualmente creemos que habría que ser prudentes 
al proclamar que no se han producido seroconver-
siones al VIH en las prisiones españolas. A nuestro 
entender lo correcto es decir que los sistemas de in-

formación no han recogido ninguna. Hasta donde 
sabemos no existe prueba VIH periódica en los inter-
nos mientras están en prisión ni al salir de la misma, 
ni mucho menos después de que pueda haber pasado 
el período ventana. Es una magnífica noticia, pero en 
una revista científica debe expresarse con los matices 
adecuados. 

Finalmente, el artículo que se cita en la carta en 
apoyo de sus tesis sobre la eficacia probada los pro-
gramas en prisión7 tiene una afirmación genérica al 
respecto pero no hace ninguna sistematización o aná-
lisis de evidencia y remite a un informe de posición de 
la OMS que tampoco la hace. Existen muchas razones 
para defender estos programas, (derechos humanos, 
ausencia de los efectos secundarios que se les atribu-
yeron,  etc.) pero nosotros pensamos que la calidad 
de la evidencia que existe sobre su efecto es muy esca-
sa y proviene de estudios de muy baja calidad, entre 
otras razones por la enorme dificultad de obtenerla y 
porque nunca se han diseñado estudios potentes con 
tal fin. Un análisis crítico de una revisión más recien-
te publicada en una revista de gran prestigio puede 
llevarnos a una conclusión similar. Ya nos gustaría a 
nosotros disponer de un cuerpo consolidado de evi-
dencia, pues ya decíamos en el párrafo que el autor de 
la carta cita: “a instauración de estos programas fue 
una conquista social y de salud pública frente a cuyo 
ejercicio es seguro que siguen existiendo enormes re-
ticencias”. Por supuesto, el número y la calidad de 
los estudios fuera de prisión es muy superior, aunque 
también hay déficits importantes.

4.	 Respecto a la metodología de cálculo:

El comentario sobre que el hecho conocido de 
que las jeringuillas se reutilizan invalida las conclusio-
nes del artículo nos parece difícil de sostener. Por el 
contrario, la reutilización supone, a nuestro entender, 
una prueba de la insuficiencia de la provisión. Todos 
los programas de intercambio han planteado siempre 
el objetivo de una jeringuilla por inyección que im-
pida compartir y reutilizar, aunque es obvio que es 
un ideal no fácilmente alcanzable y que el objetivo 
principal es no compartir. En nuestro estudio asumi-
mos una jeringuilla “por inyección y día”, lo que en 
la práctica supone un nivel de exigencia menor que si 
hubiéramos planteado una jeringuilla por inyección. 

Luis de la Fuente
María J. Bravo

Eladio Jiménez-Mejías
Luis Sordo
José Pulido

Gregorio Barrio
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